RESPUESTA A CUESTIONARIO 
Relator Especial de Naciones Unidas- Reporte Temático sobre la Explotación de Recursos Naturales y el Derecho a la Libertad de Reunión Pacífica y de Asociación

1. Cuáles son los desafíos particulares en su país para respetar los derechos  de las personas a la libertad de reunión pacifica y de asociación en el contexto de la explotación de los recursos naturales, y a la vez también atraer la inversión y responsablemente maximizar la habilidad del Estado para beneficiarse de estos recursos? Por ejemplo:

1.1 ¿Son todos los interesados afectados por los proyectos consultados, son sus derechos y preocupaciones considerados?

R/ La Constitución de la República establece en su Art. 117 que la protección, conservación y mejoramiento de los recursos naturales y del medio serán objeto de leyes especiales. En seguimiento a tal disposición constitucional la Ley de Medio Ambiente, establece que toda actividad, obra o proyecto que los particulares planifican ejecutar, debe ser evaluada ambientalmente mediante un estudio de impacto ambiental, con el fin de no afectar la salud humana ni dañar el medio ambiente; estos estudios son sometidos a consulta ciudadana, con el objeto de dar oportunidad a los ciudadanos interesados de exponer sus cuestionamientos y preocupaciones, ya sea de forma individual o asociativa, oyéndoles y ponderando su participación. Esta disposición muestra los avances alcanzados por El Salvador, en materia de respeto al derecho de las personas a ser actores activos en el proceso de toma de decisiones relacionadas con el aprovechamiento o explotación de los recursos naturales.   
Cabe mencionar además que el acceso efectivo a la justicia ambiental, está amparado en las disposiciones establecidas en los Tratados Internacionales ratificados por El Salvador, así como la legislación interna vinculada con la creación de Tribunales Ambientales.

Asimismo, en el art. 7 de la Constitución de la República, se establece entre otros: “Los habitantes de El Salvador tienen derecho a asociarse libremente y a reunirse pacíficamente y sin armas para cualquier objeto lícito. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación. No podrá limitarse ni impedirse a una persona el ejercicio de cualquier actividad lícita, por el hecho de no pertenecer a una asociación”.

En ese sentido, el respeto de los derechos de las personas a la libertad de reunión pacífica y de asociación supone que el Estado salvadoreño cumpla con:

a. La obligación positiva de facilitar el ejercicio de ese derecho.

b. La obligación de remover los obstáculos normativos, sociales o económicos que impiden o limitan la posibilidad de acceso a la justicia.

En cuanto a la atracción de inversiones en materia de turismo, el Ministerio de Turismo (MITUR) en su calidad de responsable de verificar, de manera especial, el cumplimiento de lo señalado en el art. 14 de la Ley de Turismo, que mandata lo siguiente: “Toda infraestructura y actividad turística se programará de forma que se proteja el patrimonio natural que constituyen los ecosistemas y la diversidad biológica, y que sean preservadas las especies en peligro, la fauna y la flora silvestre. Ello incluye  someter a opinión del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales (MARN), Secretaría de Cultura de la Presidencia y Ministerio de Hacienda, el proyecto de inversión, con el fin de garantizar el cumplimiento de la normativa respectiva, en concordancia con la Ley de Medio Ambiente, ya que el proyecto debe contar con los permisos respectivos.
Además, las empresas que desarrollen actividades turísticas estarán sometidas a las regulaciones definidas por las autoridades, cuando aquéllas se ejerzan en espacios particularmente vulnerables, tales como, regiones litorales, bosques tropicales o humedales, que sean idóneos para la creación de parques naturales o reservas protegidas.

Lo antes expuesto evidencia que El Salvador dispone de legislación y normativa legal con el fin de proteger los recursos naturales, así como para regular y facilitar el ejercicio del derecho a la libertad de asociación, no obstante existen desafíos que el Estado debe afrontar, por ejemplo en la obtención de  autorización previa por parte de las autoridades, para evitar la burocracia, excesivos tiempos de respuesta de éstas, etc.  

Pese a todos estas muestras de avances, El Salvador enfrenta aún desafíos para garantizar el  respeto de los derechos de las personas a la libertad de reunión pacífica y de asociación en el contexto de la explotación de los recursos naturales, como es  el posibilitar que las personas que se encuentran directamente afectadas frente a un proyecto de explotación de los recursos naturales, puedan hacer uso de los canales existentes para expresarse y que los mismos sean efectivos. Han sido conocidas quejas ciudadanas, vinculadas con la imposibilidad que enfrentan las personas de hacer uso eficiente de su derecho a la participación ante determinadas actividades, obras o proyectos.

Estos desafíos incluyen la necesidad de hacer reformas a la Ley del Medio Ambiente, en lo concerniente a la consulta pública; en seguimiento a lo cual la Comisión de Medio Ambiente y Cambio Climático de la Asamblea Legislativa tiene en estudio un expediente con el objetivo de reformar el artículo 25 de dicha ley, con el fin de que las consultas relativas a Estudios de Impacto Ambiental sean  realizadas en la comunidad y con los habitantes potencialmente afectados por la actividad, obra o proyecto que se ejecute. (Anexo No. 1- Expediente 431-10-2012-1)

En conclusión, El Salvador enfrenta el reto de pasar del formalismo existente en materia de participación, al ejercicio de un derecho efectivo de participación.

Con relación a la atracción de inversión, se puede afirmar que desde la perspectiva del inversor, éste quiere reglas claras, procesos expeditos, bajos índices de corrupción, maximización de ganancias y beneficios sociales para las personas aledañas al lugar donde se realiza la inversión. En este caso, el desafío sería que quien se encargue de atraer la inversión al país, se encargue de exponer que en nuestro país se respeta el recurso natural y la libertad de expresión.

Sobre este ítem podemos concluir que el desafío es minimizar el impacto que podría tener la inversión sobre los recursos naturales, haciendo compatibles las inversiones con la sustentabilidad ambiental.

En cuanto a maximizar la habilidad del Estado para beneficiarse, el desafío implica que las inversiones no sean depredadoras del medio ambiente y que por el contrario fomenten la sustentabilidad ambiental; con ello, el Estado se beneficiaría pues los recursos naturales no serían explotados de manera irracional, adicionalmente la inversión también podría potenciar el desarrollo comunitario a través de proyectos sociales.

Cabe mencionar, por ejemplo, que la Ley del Medio Ambiente no exige que sean todos los involucrados los realmente consultados. Por ello, al nivel de la Asamblea Legislativa, se analizan propuestas de reforma a dicha Ley, entre las cuales se incluye el anexo No.1 a este documento.

1.2 ¿Se facilitan las reuniones pacíficas?

R/ El Salvador a través del MARN, facilita en la medida de sus posibilidades, la realización de reuniones, ya sea en forma individual o colectiva, asignando personal responsable de la coordinación, el local y demás medios logísticos necesarios para la realización de reuniones vinculadas con el tema en comento.

1.3 ¿Las empresas cooperan y entienden la necesidad de proteger los derechos de reunión pacífica y de asociación de los individuos?

R/ Aunque seguramente habrá excepciones, en general las empresas interesadas en la aprobación de sus estudios de impacto ambiental, de determinadas actividades, obras o proyectos relacionados con la explotación de recursos naturales, que son expuestos a la consulta ciudadana, brindan su cooperación y trabajan en forma coordinada con el MARN, respetando sus lineamientos, y teniendo en cuenta la obligación de respetar los derechos de reunión pacifica y de asociación de la ciudadanía.

En cuanto a la interrogante principal, el Estado salvadoreño, enfrenta ciertos desafíos, tales como:

Eficientizar las políticas de atención ciudadana, así como cumplir los convenios internacionales ratificados por El Salvador en materia de respeto de los derechos humanos y específicamente aquellos relacionados con el respeto de los  derechos de las personas a la libertad de reunión pacifica y de asociación;

Cumplir y hacer cumplir la legislación relacionada con el aprovechamiento (explotación) de los recursos naturales;

Respetar la organización social de las personas y sus derechos de libertad de reunión pacifica y de asociación, mediando entre las Partes cuando hayan conflictos.
2. ¿Podría identificar los desafíos que enfrentan los Estados de dónde provienen las empresas que operan en su país?

R/ El país de origen de las empresas interesadas en  establecerse en El Salvador para dedicarse a ejecutar alguna actividad relacionada con la explotación de recursos naturales, deberá superar los siguientes desafíos:

Verificar que la empresa se encuentre totalmente legalizada y que la misma no contravenga la legislación salvadoreña;
Asegurarse de que la actividad a la que pretende dedicarse en El Salvador, no afecte la salud humana, ni dañe el medio ambiente;
Cerciorarse de que la actividad a la que la empresa pretende dedicarse sea lícita en El Salvador;
Constatar que la empresa interesada en realizar inversiones en El Salvador para establecerse como empresa, cumplirá con toda la normativa establecida tanto para su ingreso al país, como para su funcionamiento; y

Cerciorarse que la empresa respetará el derecho  a la libertad de reunión pacifica y de asociación de los trabajadores.

3. Para las preguntas 1-3 en qué medida estos desafíos derivan de:

3.1 Lagunas/deficiencias en el marco legal nacional e internacional (por ejemplo, leyes sobre los derechos a la libertad de reunión pacífica y de asociación, leyes del medio ambiente, leyes laborales, acuerdos comerciales).

3.2 Instituciones gubernamentales (por ejemplo, ineficacia en la implementación, falta de independencia, falta de capacidad, corrupción).

3.3 El ambiente empresarial en general (por ejemplo, falta de directrices adoptadas de manera voluntaria o estándares industriales, las presiones de la competencia).

3.4 Las mismas empresas individuales (por ejemplo, se centran en las ganancias por sobre los derechos, demuestran poco interés en consultar a las comunidades locales, buscan aprovecharse de la corrupción del gobierno).

3.5 Otros factores.

R/ De conformidad a lo respondido previamente, si bien los desafíos pueden deberse a lagunas existentes en el marco legal, e internacional, la imposibilidad de lograr que las personas hagan valer su derecho a la libertad de reunión pacífica y de asociación en el contexto de la explotación de los recursos naturales se debe principalmente a que la mayoría de las personas (por motivos que pueden incluir la apatía, desconfianza en las instituciones, falta de tiempo, ignorancia de sus derechos), tiende a no hacer valer los derechos que le corresponden por ley.
Sigue siendo un reto para El Salvador modernizar y adecuar la legislación nacional a los estándares internacionales para garantizar la protección  de los recursos naturales, y los derechos a la libertad de reunión pacífica y asociación. Tampoco puede negarse que las disposiciones legales existentes en El Salvador resultan insuficientes para evitar que las empresas privilegien la obtención de ganancias sobre el derecho de las poblaciones a ser consultadas en los temas que les afecten.

4. ¿Qué medidas está adoptando su Gobierno para mitigar estos problemas?

R/ Las medidas adoptadas por el Estado salvadoreño, incluyen la aprobación de la Ley de Acceso a la Información Pública, la cual manda la creación en todas las instituciones de gobierno de oficinas de acceso a la información pública. Ello ha posibilitado que la ciudadanía realice consultas sobre los temas de interés y promueva denuncias públicas ante los tribunales competentes, en aquellos casos en los que no se le ha permitido el libre acceso a información que a su juicio debe ser de uso público.

5. Sírvase presentar estudios de casos concretos que ilustren los proyectos de explotación de recursos naturales que el Gobierno considera tienen un efecto positivo o negativo en los derechos a la libertad de reunión pacífica y asociación, por ejemplo:

5.1 Supresión o facilitación de protestas pacíficas en relación a algún proyecto.

5.2 Hostigamiento o facilitación a la sociedad civil o grupos de base involucrados en un proyecto.

5.3 Resultados obtenidos a raíz de consultas realizadas –o no realizadas- con las comunidades afectadas.

5.4 Participación de empresas privadas de seguridad. Se valorarán especialmente los ejemplos que muestren como la acción gubernamental ha ayudado o perjudicado la protección y promoción de los derechos a la libertad de reunión pacífica y de asociación.

R/ 5.1 Supresión o facilitación de protestas pacificas en relación a algún proyecto;

En El Salvador, cuando han ocurrido protestas, siempre se ha permitido la libertad de reunión pacifica y de asociación, de tal manera que la autoridad siempre ha colaborado planificando el acceso de calles a la ciudadanía dejando libre el paso para los protestantes además de dar custodia o vigilancia a éstos para evitar la ocurrencia de desordenes

5.2 Hostigamiento o facilitación a la sociedad civil o grupos de base involucrados en un proyecto;

En El Salvador, salvo contados casos de manifestantes armados que se han manifestado en forma violenta (se aclara que estos casos no están relacionados con la explotación de recursos naturales), en general puede afirmarse que no existe hostigamiento de autoridad para evitar o reprimir manifestación alguna; por el contrario, el Gobierno realiza el máximo esfuerzo de  tomar  las medidas preventivas y de planificación para facilitar la movilización y evitar posibles  desordenes.  

5.4 Participación de empresas privadas de seguridad. 

Se valorarán especialmente los ejemplos que muestren como la acción gubernamental ha ayudado o perjudicado la protección y promoción de los derechos a la libertad de reunión pacifica y de asociación.

En todos los proyectos que el MARN ha sometido a consulta ciudadana, se ha respetado el derecho a la libertad de reunión pacifica y de asociación; tanto de la autoridad del gobierno como del personal de la empresa de seguridad privada si la hubo, lo que ha permitido realizar las consultas sin presiones de ninguna naturaleza.

6. ¿Qué medidas/acciones recomendaría usted, que Estados,  empresas y los agentes del sector privado adopten para mejorar la promoción y protección de la libertad de reunión pacífica y de asociación en sus políticas, proyectos, objetivos y compromisos de la sociedad civil?
R/ Que el Estado salvadoreño emita leyes o reglamentos, que promuevan y protejan la libertad de reunión pacifica y de asociación, que incluyan obligaciones para las instituciones de gobierno y sector privado, ya sea nacional o internacional.

Que las empresas de seguridad privada, dependan normativamente de la Dirección General de la Policía Nacional Civil, tanto para su adiestramiento técnico como para la aplicación de su régimen disciplinario.

Que la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, desarrolle constantemente programas de capacitación al personal de seguridad privada, en el tema de respeto de la libertad de reunión pacifica y de asociación.

Incluir en la fase de aprobación de proyecto un diagnóstico social,  para garantizar la protección de los derechos de las personas vinculados con la explotación de recursos naturales, la libertad de reunión y asociación de los posibles beneficios y/o afectados. Esto con el objeto de poder observar la aceptación o rechazo social de inversiones que impliquen la explotación de recursos naturales.

